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Bogotá D.C. abril 15 de 2021 

 

Honorables Magistrados, 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CUNDINAMARCA 

Dr. JUAN MANUEL DUMEZ ÁRIAS 

Sala Civil – Familia – Agraria 

E.    S.    D. 

 

REFERENCIA: APELACIÓN Rad. 25307-31-85-002-2019-00157-01 

DEMANDANTE: MÓNICA ALEJANDRA BARBOSA TORRES 

DEMANDADO: HERNANDO TRUJILLO MARTÍNEZ 

ASUNTO: SUSTENTACIÓN AL RECURSO DE APELACIÓN 

 

Respetuosamente, 

VÍCTOR EDUARDO DUARTE SAAVEDRA, con C.C. 17’182.389 y portador de la 

T.P. 248631 del C. S. de la Judicatura, actuando en nombre y representación de la 

señora MÓNICA ALEJANDRA BARBOSA TORRES dentro de los términos 

otorgados, procedo a sustentar el Recurso de Apelación interpuesto contra la sentencia 

de primera instancia, concedido en la audiencia del 12 de agosto de 2020 por el 

Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Girardot/Cundinamarca a favor de las 

excepciones propuestas por HERNANDO TRUJILLO MARTÍNEZ, vista pública 

desarrollada en dos etapas: una primera parte presencial que llegó hasta la fijación del 

litigio y otra de manera virtual de pruebas y decisión, al final de la cual el Juez director 

del proceso decidió: desestimar las pretensiones de la demanda respecto de declarar 

la existencia de Unión Marital de Hecho y la consiguiente liquidación de Sociedad 

Patrimonial de la familia natural, formada bajo los criterios consagrados en el Artículo 

42 de la Constitución Política de Colombia. 

Se sustenta la apelación con base en los siguientes factores de hecho y de derecho, 

que se someten a consideración de la instancia superior: 

ANTECEDENTES: 

1. Desde antes del año de 2006, cuando el demandado desarrollaba labores como 

contratista de construcciones inmobiliarias en el municipio de 

Ricaurte/Cundinamarca, empresa para la que trabajaba como obrero el señor 

HORACIO BARBOSA VANEGAS padre de mi defendida, conoció a la entonces 

menor de edad que era estudiante de Educación Básica Primaria, en la escuela 

pública de la vereda Limoncitos donde residía. 

 

2.  En el mes de enero de 2007, MONICA ALEJANDRA BARBOSA TORRES,  de 

catorce (14) años, hija de familia campesina y estudiante rural del  quinto año de 

educación básica primaria, fue abordada por HERNANDO TRUJILLO 

MARTÍNEZ de 35 años de edad, de estado civil casado, con estudios 

universitarios, exitoso comerciante del sector Ferretero y contratista de obras 

civiles del sector de la construcción inmobiliaria;  quien bajo promesas de 

celebrarle sus quince años de edad - como en efecto lo hizo -y bajo acoso sexual 
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furtivo a la hija de su trabajador el obrero HONORIO BARBOSA VANEGAS, 

captándola con el ofrecimiento de mejores condiciones de vida y estabilidad 

económica y social, alucinantes hasta la euforia para una niña campesina con 

marcadas carencias económicas y socio-familiares, presa fácil por su 

inexperiencia, la necesidad de satisfacer necesidades básicas y el imaginario 

propio de su inmadurez, para que  accediera a sus morbosas pretensiones, en el 

contexto de privación socio-afectivo y  cultural de vulnerabilidad del campesino 

colombiano, potenciados por el nivel de pobreza extrema de la familia de la menor. 

 

3. El mes de abril de 2009 se consumó la captación de la menor MÓNICA 

ALEJANDRA, a quien TRUJILLO  sacó de su ámbito familiar y fue trasladada 

mediante engaño a vivir en una habitación en el barrio San Jorge de la Ciudad de 

Girardot, donde la accedía  permaneciendo bajo su vigilancia y control; periodo 

en el que la menor conoció a las hermanas MARÍA CANDY y MARITZA 

ESCOBAR, con quienes compartían el inquilinato ubicado en la Carrera 11 No. 

32-133 de la ciudad de Girardot, donde  le fue restringida su autonomía personal, 

por sometimiento a las condiciones de vida impuestas y bajo temor reverencial a 

quien  de manera abusiva la accedía carnalmente, siendo menor de edad por su 

incapacidad de resistir, prevalido de su dependencia económica y la seguridad del 

no retorno de la menor a su nicho familiar. (Artículos 210 y 210 A del Código 

Penal). 

 

4. A partir del mes de marzo de 2010, MONICA ALEJANDRA cuando adquirió la 

mayoría de edad, fue trasladada bajo el dominio de HERNÁNDO TRUJILLO al 

municipio de Fúquene/Cundinamarca, para que allí, desempeñara labores 

domésticas de preparación y suministro de alimentos para los trabajadores bajo su 

mando, lugar donde empezó su explotación laboral convencida de constituir 

patrimonio de familia, sin ningún tipo de remuneración económica y a cambio de 

la alimentación y habitación; a la manera y la modalidad del matrimonio servil o 

servidumbre. (ver registro fotográfico con trabajadores en 

Fúquene/Cundinamarca). 

 

5. En Fúquene y en el tiempo que duró la obra contratada en la que trabajaba, quedo 

en estado de gravidez de su hija común MELANY ALEJANDRA; hacia el mes de 

junio de 2011 viajó a Girardot para atender su parto que se produjo el día 20 de 

junio de 2011 en el Hospital San Rafael. Un mes después, regresó al municipio de 

Fúquene a continuar sus labores y vida marital cotidianas, que se extendieron hasta 

el mes de junio de 2012, con la finalización de la obra. (ver registro fotográfico de 

la familia en Fúquene/Cund.) 

 

6. De regreso a la ciudad de Girardot, convencida de haber estructurado una familia 

con su hija y su compañero HERNANDO TRUJILLO, se instalaron en un 

apartamento ubicado en la Carrera 5ª. No. 35-49, sector conocido como Rincón 

Guapo;  seguidamente, en una vivienda ubicada en Mi Futuro Segunda etapa Casa 

50 de la ciudad de Girardot, como consta en declaración juramentada suscrita ante 

la Notaría Primera del Círculo de Girardot y se aportan al proceso; continuando su 

cotidianidad marital y colaborando ininterrumpidamente en las labores domésticas 
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y laborales de TRUJILLO, quien consolidó solvencia económica y comercial 

representada en bienes inmuebles vehículos automotores y una Ferretería inscrita 

formalmente en la Cámara de Comercio de Girardot. 

 

7. El día 13 de julio de 2016, la pareja adquirió por compra-venta, el apartamento 

201 de la torre 16 ubicado en el la Transversal. 9 No. 40-81, Reserva del Peñón de 

la ciudad de Girardot/Cundinamarca, donde convivieron MÓNICA 

ALEJANDRA, HERNANDO y su hija común MELANY ALEJANDRA 

ininterrumpidamente, hasta el día 02 de noviembre de 2018 en que TRUJILLO 

decidió finalizar la relación marital. 

 

8. Con la decisión tomada por el demandado, procedió a cancelar su vínculo con 

MONICA ALEJANDRA, contactando al abogado RICARDO HUMBERTO 

MELENDEZ PARRA para que procediera a tramitar la “LIQUIDACIÓN DE 

SOCIEDAD MARITAL DE HECHO y se es del caso ACUERDO DE ALIMENTOS 

Y CUSTODIA de su hija menor”, sobre un avalúo aproximado de $400’000.000,oo 

(sin constatar), así lo reza y quedó consignado en el objeto del contrato de 

prestación de servicios profesionales firmado entre las partes el día 2 de noviembre 

de 2018., que por los acontecimientos previos y posteriores, constituye falsedad 

ideológica en documento privado. (Art.289 del C.P.) 

 

9. A partir de esa fecha, se potenció el maltrato psicológico protagonizado por 

TRUJILLO a mi defendida y la menor MELANY como pretexto para su 

rompimiento filial; el día 19 de noviembre de 2018 se vio obligada a practicarse 

Prueba de Paternidad-Trio de ADN, con resultado: “Conclusión: HERNANDO 

TRUJILLO MARTÍNEZ, NO SE EXCLUYE, como padre biológico de MELANI 

ALEJANDRA TRUJILLO BARBOSA.”, (experticia que se adjunta en anexos) 

 

10. La convivencia irregular de la familia permaneció, aun habiéndose enterado de la 

presunta reconciliación de HERNANDO TRUJILLO MARTÍNEZ con su esposa 

MARÍA EUGENIA MUR RODRÍGUEZ, lo que degeneró en inestabilidad 

sicológica y violencia intrafamiliar física, sicológica, económica y social, que 

motivó a MONICA ALEJANDRA a la formulación de la demanda de 

Reconocimiento de Sociedad Marital de Hecho y Liquidación de la Sociedad 

Patrimonial por la vía judicial, toda vez que con el abogado y TRUJILLO se 

abstuvieron de darle cumplimiento al contrato de PRESTACIÓN DE SERVICIOS 

PROFESIONALES, por las implicaciones y consecuencias que esto conllevaba y 

optando por, la estrategia de negar el vínculo marital y declarar ante el juez de la 

causa, que la relación de la pareja solo fue una simple secuencia de encuentros 

furtivos durante más de 15 años consecutivos, con una mujer de dudosa conducta 

social. 

 

11. Ventilado el litigio en el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Girardot con 

base en los presupuestos del artículo 42 Constitucional, que consagró que se 

constituye unión marital de hecho “(…) por vínculos naturales o jurídicos, por la 

decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por voluntad 

responsable de conformarla.”: 
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11.1. A partir de esta previsión normativa, se concluye que, en Colombia, la familia surge 

y urge a un mismo tiempo, de situaciones y decisiones diversas por las cuales una, 

dos o más personas, unidas entre sí, deciden libremente constituirla, por relaciones 

filiales, naturales, afines, contractuales, amorosas, solidarias, afectivas, de 

apadrinamiento, de apego, de asistencia mutua o de respeto. Parámetro 

constitucional y social contrario a la conducta asumida por el demandado. 

 

12. Como efectos de la demanda , sucedieron una serie de hechos y retaliaciones en contra 

de mi defendida, que se consumaron en manifestaciones de violencia intrafamiliar, física, 

sicológica, económica y de restricciones a la autonomía personal, que son materia de 

investigación de la UNIDAD DE FISCALÍA LOCAL –GIRARDOT, con NUNC 

25307600040-2019-02816 N.I. 409-020 por el delito de Violencia Intrafamiliar, causada 

por HERNANDO TRUJILLO MARTÍNEZ, que son de conocimiento del Juzgado 

Tercero Penal Municipal de Girardot, con proceso penal en curso. 

 

13. Prevalido de declaraciones falsas, propias y de la esposa de TRUJILLO en interrogatorio 

de parte formulados en audiencia por el juez de familia; MARÍA EUGENIA MUR 

RODRÍGUEZ dijo que, había perdonado la infidelidad de su esposo, que nunca se habían 

separado de hecho y que habían sido y eran, una pareja estable y feliz que convivía con 

sus tres hijos adultos. 

 

14. Paralelamente y en retaliación, inició ante el mismo Juzgado Segundo de Familia, 

demanda por Custodia y Cuidado Personal de Menor de Edad Rad. 25307-31-84-002-

2019-00282-00, esgrimiendo su condición de solvencia económica y la presunta falta de 

idoneidad de la madre para la crianza de la menor hija común; pretensiones que fueron 

rechazadas por el Juez Segundo de Familia en audiencia pública, condenándole al pago 

de cuota alimentaria a favor de la hija común y a régimen de visitas. Sin embargo, la 

decisión evidencia que existe un gran vacío para demostrar la violencia intrafamiliar y el 

daño causado. Sentencia que bien puede el Honorable Tribunal pedir de oficio al 

despacho del Juzgado. 

 

15. Ante la inexistencia de documento público o privado que probara la configuración de 

Unión Marital de Hecho contenida en Acta de Conciliación o Escritura Pública, tal como 

lo señalan la Ley 54 de 1990 y normas complementarias, pese a que existió comunidad 

de vida, diferencia de sexos y presuntas: capacidad sexual y propósito marital; el juez 

natural decidió abstenerse de reconocer el estado civil demandado en el proceso que nos 

ocupa y providencia que se recurre. 

 

16. Interpuesto el Recurso de Apelación ante la decisión, se descubre que, al no existir Unión 

Marital de Hecho y la consecuente Sociedad Marital  que HERNANDO TRUJILLO ya 

había confesado con la firma del contrato de Prestación de Servicios Profesionales de 

abogado, dadas las características y los avatares de la historia de vida de MÓNICA 

ALEJANDRA BARBOSA TORRES con su pareja, se devela que se trata de una típica 

víctima del delito de TRATA DE PERSONAS con las consecuencias jurídicas y legales 

que la infracción penal conllevan. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 
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El Congreso de Colombia, el día 29 de agosto de 2005 promulgó la Ley 985, por medio 

de la cual adopta medidas contra la trata de personas y normas para la atención y 

protección de las mismas, que en el contenido de su articulado dice: 

 
ARTÍCULO 3. TRATA DE PERSONAS. El artículo 188A de la Ley 599 de 2000, adicionado por la 

Ley 747 de 2002 y modificado por la Ley 890 de 2004, quedará así: 

 

"Artículo 188A. Trata de personas. El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, 

dentro del territorio nacional o hacia el exterior, con fines de explotación, incurrirá en 

prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y una multa de ochocientos (800) a mil 

quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes". 

 

"Para efectos de este artículo se entenderá por explotación el obtener provecho 

económico o cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la explotación 

de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios 

forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la 

explotación de la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el 

turismo sexual u otras formas de explotación" 

. 

"El consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este 

artículo no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal". 

 

Con todo lo anterior, cuando se demuestra la existencia de daños, ultrajes, maltratos o 

cualquier tipo de violencia intrafamiliar y se invoque la causal 3ª. del artículo 154 del 

Código Civil, los jueces de familia deben acudir a la “Convención Interamericana para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer – Belen Do Pará”. Que ordena 

que los Estados ajusten su legislación para conseguir procesos ágiles y flexibles que 

permitan la reparación de la mujer violentada. 

 

Así pues, la Ley 1959 del 20 de junio de 2019, modificó y adicionó el Art. 229 del Código 

Penal, imponiendo penas significativas para los victimarios de la Violencia Intrafamiliar, 

precisando en su articulado y parágrafos las características del tipo penal objetivo y 

subjetivo y las fuentes constitucionales, bloque de constitucionalidad y la jurisprudencia 

en que se sustenta el delito. 
 

Artículo 229. Violencia intrafamiliar 

“El que maltrate física o psicológicamente a cualquier miembro de su núcleo familiar incurrirá, 

siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en prisión de cuatro (4) a 

ocho (8) años. 

 

La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes cuando la conducta recaiga sobre un 

menor, adolescente, una mujer, una persona mayor de sesenta (60) años, o que se encuentre en 

situación de discapacidad o disminución física, sensorial y psicológica o quien se encuentre en estado 

de indefensión o en cualquier condición de inferioridad. 

 

Cuando el responsable tenga antecedentes penales por el delito de violencia intrafamiliar o por haber 

cometido alguno de los delitos previstos en el libro segundo, Títulos I y IV del Código Penal contra 

un miembro de su núcleo familiar dentro de los diez (10) años anteriores a la ocurrencia del nuevo 

hecho, el sentenciador impondrá la pena dentro del cuarto máximo del ámbito punitivo de movilidad 

respectivo. 

 

PARÁGRAFO 1o. A la misma pena quedará sometido quien sin ser parte del núcleo familiar realice 

las conductas descritas en el tipo penal previsto en este artículo contra. 

 

a) Los cónyuges o compañeros permanentes, aunque se hubieren separado o divorciado. 

 

b) El padre y la madre de familia, aun cuando no convivan en el mismo hogar, si el maltrato se 

dirige contra el otro progenitor. 

 



VÍCTOR EDUARDO DUARTE SAAVEDRA 
 ABOGADO CONCILIADOR - DERECHO URBANO – CONSTITUCIONAL- PENAL-LABORAL-FAMILIA 

MENORES – PSICOPEDAGOGO - PERITO MASTER EN PSICOLOGÍA FORENSE Y PENITENCIARIA 
 

6 
Mail: victorduartes@gmail.com    Móvil: 3152937032 

c) Quien, no siendo miembro del núcleo familiar, sea encargado del cuidado de uno o varios 

miembros de una familia en su domicilio, residencia o cualquier lugar en el que se realice la 

conducta. 

 

d) Las personas con las que se sostienen o hayan sostenido relaciones extramatrimoniales de carácter 

permanente que se caractericen por una clara e inequívoca vocación de estabilidad. 

 

PARÁGRAFO 2o. A la misma pena quedará sometido quien, no siendo miembro del núcleo familiar, 

sea encargado del cuidado de uno o varios miembros de una familia y realice alguna de las conductas 

descritas en el presente artículo.” 

 

Ahora bien, se considera que, respecto de la conducta asumida por el abogado y el 

incumplimiento del contrato de Prestación de Servicios Profesionales, firmado y no llevado 

a cabo para defender los intereses de una de las partes, el togado RICARDO HUMBERTO 

MELENDEZ PARRA con C.C. 7’163.285 de Tunja y portador de la T.P. 98.561 del C. S. de 

la Judicatura, presuntamente incurrió en violación de los artículos:  30 numeral 4º. Y 34 

literales c) y e) de la Ley 1123 de 2007, a título de dolo. 

 

Estas faltas disciplinarias se configuran por: 

 

 Obrar con mala fe en las actividades relacionadas con el ejercicio de la profesión. 

 

 Callar, en todo o en parte, hechos, implicaciones jurídicas o situaciones inherentes a 

la gestión encomendada o alterarle la información correcta, con ánimo de desviar la 

libre decisión sobre el manejo del asunto. 

 

 Asesorar, patrocinar o representar, simultánea o sucesivamente, a quienes tengan 

intereses contrapuestos. 

 

 

ELEMENTOS DE PRUEBA DEL PROCESO: 

 

Como acervo probatorio se anexó al proceso elementos documentales tales como: profuso 

registro fotográfico, certificados y documentos públicos y privados, declaraciones extra-

proceso que no fueron controvertidas por el demandado ni objetadas por el juzgado en el “iter 

probatorio” y reposan en el expediente, entre otros: 

 

 Registro documental de 123 foto fotografías debida mente datadas, que muestran la 

continuidad de la convivencia de la pareja por más de 15 años. 

 

 Declaraciones extra-juicio suscritas ante notario por personas que los conocieron 

como pareja en varias épocas de su convivencia marital. 

 

 Contrato de Prestación de Servicios Profesionales, firmado el 02 de noviembre de 

2018, con el que confiesa tácitamente la convivencia marital de la pareja. 

 

 Certificado de Prueba de Paternidad –Trio efectuada el 23 de noviembre de 2018. 

 

 Certificado de la Cámara de Comercio de Girardot, de constitución del 

establecimiento de Comercio. 

 

 Adicionalmente, porto al expediente documentos que corroboran lo expuesto en 

archivo comprimido, anexo al presente escrito. 

 



VÍCTOR EDUARDO DUARTE SAAVEDRA 
 ABOGADO CONCILIADOR - DERECHO URBANO – CONSTITUCIONAL- PENAL-LABORAL-FAMILIA 

MENORES – PSICOPEDAGOGO - PERITO MASTER EN PSICOLOGÍA FORENSE Y PENITENCIARIA 
 

7 
Mail: victorduartes@gmail.com    Móvil: 3152937032 

ANEXOS: 

Lo señalado en el acápite d elementos de prueba en archivo PDF comprimido y 

adjunto al presente escrito. 

CONCLUSIONES DE LA SUSTENTACIÓN: 

Ante la decisión adoptada por el juez de la causa y en consideración a que no existe 

soporte documental que certifique que la pareja conformada por MONICA 

ALEJANDRA BARBOSA TORRES y HERNANDO TRUJILLO MARTÍNEZ 

constituyeron vínculo civil, el Juez Natural consideró no procedente el acceso al 

reconocimiento judicial de la Unión Marital de Hecho y la consecuente Liquidación 

de Sociedad Patrimonial sobre los bienes adquiridos con el esfuerzo y colaboración 

de mi defendida, durante más de quince (15) años continuos e ininterrumpidos de 

convivencia marital, misma en la que fue explotada doméstica y sexualmente por el 

demandado, configurándose una modalidad del Tipo Penal de Trata de Personas 

conocida como “Matrimonio Servil” y/o “Servidumbre”, a más de haber sido 

embarazada por su victimario y procreado una hija común. 

 

Razón por la cual, las resultas del proceso, tienen directa relación con la Investigación 

y Conocimiento del Proceso Penal en curso en el Juzgado Tercero Penal Municipal 

de Girardot por el delito de Maltrato Intrafamiliar y delitos que puedan derivarse; por 

lo tanto, el acervo probatorio existente en el proceso y la sentencia del proceso que se 

recurre, guardan íntima relación y deben operar como pruebas trasladadas que 

contribuyan a la fijación de cargos y tipificación de las conductas penales que se 

ventilan. 

 

Con base en los presupuestos señalados, ruego al honorable Tribunal Superior, 

disponer las medidas necesarias y orientar al Juez Natural, las decisiones que deba 

tomar para garantizarle a mi defendida la Tutela Judicial Efectiva y la prevalencia 

constitucional del derecho sustancial, en uso de las facultades y cumplimiento de los 

deberes que le reconoce el ordenamiento jurídico, para compulsar las copias que en 

materia penal y disciplinarias sean pertinentes. 

 

Del Honorable Tribunal Superior, atentamente, 

 

 
VÍCTOR EDUARDO DUARTE SAAVEDRA 

C.C. 17’182.389 

T.P. 248631 DEL c. s. DE LA Judicatura. 

 

 
 


